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Hernández Sánchez y la Jueza Soroeta Kodesh. 

 
 
Hernández Sánchez, Juez Ponente 

 
 

RESOLUCIÓN   
 
En San Juan, Puerto Rico, a  29 de enero de 2016. 

El 18 de diciembre de 2015 la peticionaria, Laura Enid 

Lasanta Rivera, et. Al. (peticionaria), presentó una petición de 

Certiorari ante este tribunal. La peticionaria solicitó la revisión y 

revocación de dos (2) Resoluciones dictadas el 16 de octubre del 

2015 y notificadas a las partes el 20 de octubre de 2015 por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI). Mediante 

dicho dictamen, el TPI denegó la solicitud de la peticionaria y 

declaró que la expropiación realizada por el Estado Libre Asociado 

(ELA) a través del Departamento de Vivienda (Vivienda) fue por 

razón de utilidad pública.  

Por los fundamentos que exponemos a continuación, se 

desestima el presente recurso.  

I. 

El 10 de junio de 2003 el Estado Libre Asociado de Puerto 

Rico (ELA), a requerimiento y para uso y beneficio del 
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Departamento de la Vivienda de Puerto Rico, presentó una Petición 

de expropiación forzosa en contra de la Sucesión de Juan Lasanta 

Gómez, compuesta por su viuda Juana Laura Rivera Ramos y sus 

hijas Laura Enid Lasanta Rivera y Amarilys Lasanta Rivera, únicas 

partes con interés en el pleito. En esta solicitó la adquisición de 

una parcela de terreno, Parcela Núm. 196-07, con cabida de 

249.8711 metros cuadrados, localizada en el Barrio Santurce, del 

término municipal de San Juan. El propósito de la expropiación 

fue incorporar la parcela al proyecto conocido como Renovación 

Urbana de Santurce, San Juan, Puerto Rico. Así pues, el 17 de 

junio de 2003 se dispuso mediante Resolución que el título de 

dominio quedó entonces investido en el ELA.  

Luego de un prolongado trámite procesal, el 26 de diciembre 

de 2012 la peticionaria presentó una Contestación a la Petición. 

Luego, el 17 de enero de 2013 mediante una Orden se señaló una 

vista evidenciaria para determinar si la expropiación servía un fin 

público. Sin embargo, ante reiteradas alegaciones de no haber 

concluido el descubrimiento de prueba y de la posibilidad de llegar 

a un acuerdo, el Tribunal celebró vistas el 29 de abril de 2013, 8 

de mayo de 2013, 4 de diciembre de 2013, 15 de abril de 2014, 2 

de junio de 2014, 10 de marzo de 2015, 26 de marzo de 2015 y el 

23 de junio de 2015. En esta última fecha las partes ofrecieron a la 

consideración del tribunal cuatro escritos, a saber: 1) el Informe 

Sobre Conferencia Con Antelación a juicio, presentado mediante 

moción conjunta el 4 de diciembre de 2013; 2) la Estipulación De 

Hechos de Las Partes presentada mediante moción conjunta el 22 

de septiembre de 2014; 3) el Memorando En Torno Al Fin Público 

de la Expropiación presentado por la parte peticionaria el 9 de 

octubre de 2014, y; 4) la Réplica a Memorandum de la peticionaria 

titulado memorando en torno al fin público de la expropiación 
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recibido el 15 de octubre presentado por la parte con interés el 21 

de octubre de 2014.  

Posteriormente, el 16 de marzo de 2015, la Autoridad Para el 

Financiamiento de la Vivienda de Puerto Rico (AFV) presentó una 

Moción Sobre Sumisión Voluntaria. Mediante dicho escrito el AFV se 

sometió voluntariamente a la jurisdicción del tribunal. AFV asumió 

la postura de Vivienda.  

Luego, las partes presentaron varios escritos, entre ellos, el 

10 de abril de 2015, la peticionaria presentó una Moción 

Solicitando se declare ilegal y nulo expropiación y traspaso de 

propiedad a la administración para el fomento de la vivienda en 

Puerto Rico. Por su parte, el 2 de mayo de 2015, el ELA, Vivienda y 

AFV presentaron una Urgente moción conjunta para que se 

disponga de la controversia sobre fin público y se ordene el 

inmediato desalojo del predio expropiado. Después, el 5 de junio de 

2015, la peticionaria presentó una Contestación a Moción Urgente 

Conjunta etc. de la parte peticionaria.  

Finalmente, el 16 de octubre, con notificación del 20 de 

octubre de 2015, el TPI emitió una Resolución declarando No Ha 

Lugar la impugnación del fin público de la expropiación. Resolvió 

que el título absoluto de dominio sobre la propiedad quedaba 

investido en el ELA, para uso y beneficio de Vivienda, desde la 

presentación del caso el 10 de junio de 2003. Concluyó que sólo 

faltaba por disponer el justo valor en el mercado de la parcela 

expropiada y, por tanto, la compensación a ser pagada a la 

peticionaria. El TPI ordenó a la peticionaria a someter su informe 

de valorización dentro de un término de 60 días. Asimismo, el TPI 

emitió una segunda Resolución declarando No Ha Lugar la 

impugnación del fin público de la expropiación. Resolvió que el 

título absoluto de dominio sobre la propiedad quedaba investido en 

el ELA, para uso y beneficio del Departamento de la Vivienda de 
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Puerto Rico, desde la presentación del caso el 7 de mayo de 2003. 

Concluyó que sólo faltaba por disponer el justo valor en el mercado 

de la parcela expropiada y, por tanto, la compensación a ser 

pagada a la peticionaria. El TPI ordenó a la peticionaria a someter 

su informe de valorización dentro de un término de 60 días. 

Más adelante, el 30 de octubre de 2015 la peticionaria 

presentó una Moción Solicitando determinaciones de hechos 

adicionales y solicitud de enmiendas a tenor con la Regla 43.  

Así pues, el 5 de noviembre de 2015, con notificación del 12 

de noviembre de 2015, el TPI emitió una Resolución declarando No 

Ha lugar la Moción Solicitando determinaciones de hechos 

adicionales y solicitud de enmiendas a tenor con la Regla 43. 

Sin embargo, el 23 de noviembre de 2015, la peticionaria 

presentó una Moción Solicitando Reconsideración de la Resolución 

del 5 de noviembre del 2015 notificada el 12 de noviembre del 2015 

y se resuelva el planteamiento de inconstitucionalidad planteado.  

El 10 de diciembre de 2015, con notificación del 16 de 

diciembre de 2015, el TPI emitió una Resolución declarando No Ha 

Lugar la Reconsideración.  

Inconforme, el 18 de diciembre de 2015, la peticionaria 

presentó un recurso de certiorari. Argumentó varios señalamientos 

de error: 

1. Erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar 
que la expropiación llevada a cabo contra los 
dueños de hogares en la comunidad San Mateo, de 

Santurce, fue de utilidad pública. 
 

2. Erró el Tribunal de Primera Instancia al no resolver 
que es inconstitucional la Ley Núm. 201 del 26 de 
agosto del 2002 enmendando la Ley Núm. 97 del 10 

de junio de 1972 conocida como Ley Orgánica del 
Dpto. de la Vivienda. 

 

3. Erró el Tribunal de Primera Instancia al determinar 
que no hubo discrimen por condición social en la 
expropiación de la comunidad San Mateo, de 

Santurce. 
 



 
 

 
KLCE201502023    

 

5 

4. Erró el Tribunal de Primera Instancia al titular 
Resolución en vez de Sentencia Parcial a su 

decisión fechada 16 de octubre del 2015 notificada 
el 20 de octubre del 2015. 

 

5. Erró el Tribunal de Primera Instancia al rechazar 
en su Resolución del 5 de noviembre del 2015 las 
conclusiones de hechos y de derecho así como las 

enmiendas propuestas a la Resolución del TPI del 
16 de noviembre del 2015. 

 

6. Erró el Tribunal de Primera Instancia al permitir 

enmendar la petición de expropiación forzosa 
radicada en el año 2003 para reemplazar como 

peticionaria al Dpto. de la Vivienda por el ELA 
debido a la falta de jurisdicción.  

Asimismo, el 23 de diciembre de 2015, la peticionaria 

presentó una Moción en Auxilio de Jurisdicción. Ese mismo día, este 

foro emitió una Resolución declarando No Ha Lugar la Moción en 

Auxilio de Jurisdicción. 

Por otro lado, el 4 de enero de 2016, AFV presentó una 

Moción de Desestimación por Falta de Jurisdicción. Sostuvo que el 

Certiorari presentado por la parte peticionaria el 18 de diciembre 

de 2015 fue tardío por lo que este tribunal no posee jurisdicción 

para atender dicho escrito. Explicó que cuando se trata de un 

recurso de certiorari ni el Reglamento de este tribunal ni la Regla 

52.1 (c) de Procedimiento Civil de 2009, confieren el término 

extraordinario de 60 días cuando una de las partes es el ELA o un 

Municipio. AFV aclaró que el término que aplica es de 30 días 

desde la notificación de las resoluciones impugnadas, porque el 

término de 60 días establecido en la Regla 52.2 (c) de las de 

Procedimiento Civil solo aplica cuando se apela una Sentencia del 

TPI ante el foro apelativo o cuando se solicita la revisión de una 

sentencia o resolución emitida por el foro apelativo ante el Tribunal 

Supremo. Resumió que por tratarse de un Certiorari de dos 

resoluciones interlocutorias emitidas por el TPI, el único recurso 

para solicitar la revisión ante el foro apelativo es el certiorari por lo 

que la peticionaria contaba con un término de cumplimiento 
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estricto de 30 días, el cual venció el 20 de noviembre de 2015, por 

ser feriado el 19 de noviembre de 2015. Agregó, que por todo lo 

anterior y por la parte peticionaria no presentar justa causa para 

la tardanza de la presentación de su escrito, procede la 

desestimación del recurso.  

Inconforme, el 14 de enero de 2016, la peticionaria presentó 

una Oposición a Moción de Desestimación radicado por la Autoridad 

Para el Financiamiento de la Vivienda de Puerto Rico. Resumió que 

este foro acogió como una apelación el escrito de revisión bajo el 

título de certiorari. Añadió que el TPI erró al titular su decisión 

como Resolución y no como sentencia parcial. Resumió que 

cumplió con los términos ya que desde la fecha de notificación, en 

ambos casos, hasta la fecha de radicación hay exactamente 60 

días que dispone la Regla. Insistió en que se declare no ha lugar la 

Moción de Desestimación presentada por AFV. 

II. 

-A- 

 
Previo a considerar los méritos de un recurso, los tribunales 

están obligados a determinar si tienen la facultad legal para 

atender el mismo. Soc. de Gananciales v. A.F.F., 108 DPR 644, 645 

(1979). Los tribunales debemos ser fieles guardianes de nuestra 

jurisdicción, aun cuando ninguna de las partes invoque este 

defecto. Parrilla v. De La Vivienda La Junta, 184 DPR 393, 403 

(2012). El término ‘jurisdicción’ significa el poder o autoridad que 

tiene un foro para considerar y decidir casos o controversias. 

Gearheart v. Kaskell, 87 DPR 57, 67 (1963). La jurisdicción 

también ha sido definida como la facultad de oír y resolver una 

causa; o el derecho de un Juez de emitir una decisión conforme a 

la ley en una causa o cuestión pendiente ante su consideración. J. 

Morales Lebrón, Diccionario Jurídico según la Jurisprudencia del 
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Tribunal Supremo de Puerto Rico, San Juan, Puerto Rico, Ed. 

Situm, Inc., 2008, Vol. III, págs. 231-232.  

La Regla 83 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones 

faculta a este tribunal para, a iniciativa propia o a solicitud de 

parte, desestimar un recurso por falta de jurisdicción. Regla 83 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B; Juliá 

et al v. Epifanio Vidal, S.E., 153 DPR 357 (2001), pág. 366, 367. 

Cuando el tribunal carezca de jurisdicción deberá así declararlo y 

proceder a desestimar el recurso presentado, ya que la falta de 

jurisdicción no puede ser subsanada por el tribunal ni por las 

partes. Julia et al. v. Vidal, S.E., 153 DPR 357, 362 (2001).  

Es importante recalcar que para que el foro apelativo pueda 

revisar una decisión del foro de instancia o de la agencia 

administrativa, "lo esencial es que se acompañe copia del 

documento en sí que recoge la decisión". Pueblo v. Rodríguez 167 

DPR 318, 324 (2006); Pueblo v. Pacheco Armand, 150 DPR 53, 61, 

(2000). Para poder cumplir con dicha obligación, el Reglamento de 

este Tribunal de Apelaciones expresamente le impone a la parte 

que solicita la revisión de una sentencia, resolución u orden del 

TPI así como del foro administrativo el deber de acreditar nuestra 

jurisdicción para atender el recurso presentado.   

-B- 

El recurso de certiorari es el vehículo procesal; extraordinario 

utilizado para que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir 

un error de derecho cometido por un tribunal de menor  jerarquía. 

Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 913 (2009).  El Tribunal de 

Apelaciones tiene la facultad para expedir el auto de certiorari de 

manera discrecional, por tratarse de ordinario de asuntos 

interlocutorios. 

Por su parte la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 40, señala los criterios que 

javascript:searchCita('153DPR357')
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para ello debemos considerar para expedir o denegar un auto de 

certiorari. García v. Padró, 165 DPR 324 (2005).   

-C- 

Por su parte, la Regla 53.1 (e)1 de las de Procedimiento Civil 

de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. III, R.53.1 (e) 11, establece las normas 

que rigen la presentación de un recurso de certiorari ante este 

Tribunal de Apelaciones. La mencionada Regla dispone que: 

1)  El recurso de certiorari para revisar cualquier 

resolución u orden del tribunal de primera instancia 
se formalizará presentando una solicitud dentro de 

los 30 días siguientes a la fecha de notificación de 
la resolución u orden recurrida. El término aquí 
dispuesto es de cumplimiento estricto, prorrogable 

sólo cuando mediaren circunstancias especiales 
debidamente sustentadas en la solicitud de certiorari. 

(Énfasis Nuestro). 
 

Asimismo, la Regla 32 (D) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones establece un término de estricto cumplimiento de 

treinta (30) días para la presentación de un recurso de 

certiorari para revisar las resoluciones provenientes del Tribunal 

de Primera Instancia. (Énfasis Nuestro). 

Cónsono con lo anterior, el recurso de certiorari se debe 

presentar dentro del término de 30 días contados a partir del 

archivo en autos de copia de la notificación de la resolución u 

orden interlocutoria.  Dicho término es de cumplimiento estricto, 

debiendo la parte que incumple con el término demostrar justa 

causa por el incumplimiento del mismo.  El citado término le es 

aplicable al ELA a diferencia de los recursos de apelación, en 

que se le concede sesenta (60) días al ELA y sus 

instrumentalidades para su presentación. Regla 53.1 (c) de 

Procedimiento Civil de 1979, 32 LPRA Ap. III y Regla 52.2 de las 

Reglas de Procedimiento Civil vigentes. (Énfasis Nuestro). 
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III. 
 

En el caso de autos surge que las dos (2) resoluciones fueron 

emitidas por el TPI el 16 de octubre de 2015 y notificada a las 

partes el 20 de octubre de 2015.  

Asimismo, el 5 de noviembre de 2015, con notificación del 12 

de noviembre de 2015, el TPI emitió una Resolución declarando No 

Ha lugar la primera reconsideración presentada por la peticionaria; 

la Moción Solicitando determinaciones de hechos adicionales y 

solicitud de enmiendas a tenor con la Regla 43. Dicho 

pronunciamiento interrumpió el término para las partes en caso de 

no estar conforme con la determinación expresada.  

Así pues, cuando la peticionaria presentó su segunda 

reconsideración; la Moción Solicitando Reconsideración de la 

Resolución del 5 de noviembre del 2015 notificada el 12 de 

noviembre del 2015 y se resuelva el planteamiento de 

inconstitucionalidad planteado, el 23 de noviembre de 2015, la 

presentó fuera de término por lo cual no interrumpió el término 

para las partes. Asimismo, en este escrito la peticionaria esbozó los 

mismos planteamientos presentados en su primera 

reconsideración. 

 Cónsono con lo anterior, cuando la peticionaria presentó el 

recurso de certiorari ante este tribunal el 18 de diciembre de 2015; 

debió de presentarlo dentro de los 30 días a partir del 12 de 

noviembre de 2015 cuando el tribunal declaró No Ha lugar la 

primera reconsideración de Moción Solicitando determinaciones de 

hechos adicionales y solicitud de enmiendas a tenor con la Regla 43. 

Es decir cuando la peticionaria presentó su escrito ante este foro 

ya había transcurrido más de una semana en exceso del 

término de 30 días dispuesto para la presentación de un 

certiorari. Por tanto, es forzoso concluir que el mismo fue 

presentado tardíamente.  
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Además, en la segunda reconsideración presentada por la 

peticionaria esta no ofreció explicaciones ni razones 

que  justificaran su tardanza. Según mencionamos anteriormente, 

la peticionaria tenía 30 días para presentar su recurso de 

certiorari, y aunque se trata de un plazo de cumplimiento estricto, 

tenía que justificar su inobservancia con explicaciones específicas. 

Ello no ocurrió. Por todo lo cual, el recurso de autos fue 

tardíamente presentado, sin que ello fuera debidamente 

justificado.   

Enfatizamos que la peticionaria debió recurrir de la primera 

Resolución sobre reconsideración, no obstante, optó por presentar 

una segunda reconsideración con los mismos argumentos de la 

primera. Solo la primera reconsideración se puede contender que 

interrumpió el plazo apelativo.   

Por lo tanto, no habiéndose presentado el recurso de 

certiorari dentro del término de 30 días dispuesto por la Regla 

32(D) de nuestro Reglamento y ausente de alguna causa que 

justifique la demora, el recurso es tardío y carecemos de 

jurisdicción para considerar el escrito presentado por la 

peticionaria. Banco Popular de P.R.  v.  Mun. de Aguadilla, 144 DPR 

651 (1997). 

Sin más, carecemos de jurisdicción y sólo procede 

desestimar el recurso. Debido a que los tribunales debemos ser 

fieles guardianes de nuestra jurisdicción, no podemos retener este 

recurso porque carecemos de jurisdicción para atenderlo y resolver 

el asunto planteado. 

IV. 
 

Por los fundamentos expuestos, se desestima el recurso 

presentado ante nuestra consideración, ya que carecemos de 

jurisdicción para atender el escrito presentado tardíamente por la 

peticionaria.  

javascript:searchCita('144DPR651')
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Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  La Jueza Soroeta Kodesh concurre sin 

opinión escrita. 

 

                     Dimarie Alicea Lozada 
                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 

 

 

 

 


